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PRESIDE: Señores Representantes Carmelo José Vidalín Aguirre, Presidente y Martín Tierno, 
Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Marcelo Bistolfi, Raúl Olivera, y Luis Puig. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Roque F. Ramos Espíndola. 


ASISTE: Señor Senador Juan Chiruchi. 


INVITADOS: Por AFUMIGRA: señores Antonio D'All Oglio, Presidente; Oscar Guillén, Vicepresidente; 
Daniel Moreira y Carlos Ferrer, Delegados. 


Por ex trabajadores de INLASA: señores Edgar Arce, Alejandro Castiglioni, Leonel Prieto, 
Carlos Loriente, Carlos Guillén, Carlos Fiterman y Carlos Zengotita, asesor legal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Voy a otorgar el uso de la palabra al señor Diputado Ramos, quien hará un planteamiento. 


SEÑOR RAMOS.- Muchas gracias a la Comisión por dar entrada a este proyecto de mozos de cordel, 
tema que tiene larga data. El proyecto que presenta el señor Diputado Pozzi es la manera para que el 
problema de los mozos de cordel quede cerrado definitivamente. Espero que se pueda dar un rápido 
tratamiento a este tema. A tales efectos, solicito que se convoque al SUPRA y a las autoridades del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR ABDALA.- Tenía entendido que hoy iban a comparecer los interesados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Avisaron que hoy no podían concurrir. ¿Estamos todos de acuerdo con las 
citaciones que propone el señor Diputado Ramos? 


(¡Apoyados!) 


Hay dos proyectos que presenta el Poder Ejecutivo al que se les dio entrada en el día de hoy: la Carpeta 
N? 1203 y la Carpeta N* 1186. 


SEÑOR PUIG.- Quisiera que se solicitara a los coordinadores de bancada que estos proyectos se 
aprobaran en Cámara en el día de hoy, ya que han tenido muchos retrasos y dificultades. Tengo 
entendido que uno de estos proyectos ingresó el 4 de octubre al Senado. Deberíamos agilizar su 
tratamiento, ya que de eso depende que no se atrase el pago de los trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en primer lugar, los votaremos en Comisión y luego se hablará con 
los coordinadores de bancada. 


En discusión el proyecto "Trabajadores de la empresa Plásticos GEPAX S.A.- Se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender por un plazo de hasta ciento ochenta días el subsidio por desempleo". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR BISTOLFI.- Propongo al señor Diputado Puig como miembro informante. 
(¡Apoyados!) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el proyecto "Trabajadores de la empresa KINDALE S.A.- Se 
faculta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a extender hasta por ciento ochenta días el subsidio 
por desempleo". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo al señor Diputado Abdala como miembro informante. 
(¡Apoyados!) 

SEÑOR ABDALA.- Quisiera consultar en qué estamos con la ley de abreviación de juicios laborales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Puig tiene el trabajo terminado y se enviará por correo 
electrónico esta tarde. 


SEÑOR ABDALA.- No sé en qué fecha prefieren los colegas que este proyecto de ley sea tratado en 
Cámara, pero en la medida en que el informe ya está elaborado podríamos coordinar su tratamiento 
para mañana o para la semana que viene. Hoy también se puede conversar este punto en la 
coordinación. 


Quiero señalar que voy a suscribir el informe -aunque todavía no lo he leído -porque voté el proyecto, pero 
voy a firmarlo con salvedades -que expresaré en Sala -en función de lo que fue el tratamiento en la Comisión. 


SEÑOR PUIG.- El informe es breve y se puede hacer una copia. Hice la aclaración de que algunos 
legisladores habían planteado reservas sobre determinados contenidos, por lo que es obvio que puedan 
firmarlo con salvedades. 


Tenemos pendiente desde hace un tiempo el planteamiento de nutricionistas del BPS que han hecho algunas 
consultas telefónicas y quieren saber si hemos tenido respuestas. Creo que es importante convocar al 
Directorio o a sus asesores con respecto a este tema. 


También recibimos a una delegación del sindicato de artes gráficas en relación a la empresa ROSGAL S.A., 
que están solicitando ser recibidos nuevamente. 


En cuanto a lo del BPS, quisiera saber si es posible realizar las consultas pertinentes a fin de que puedan 
comparecer, porque nos reiteraron la situación que ya plantearon en la Comisión. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Chiruchi) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Migración, AFUMIGRA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a la 
delegación de la Asociación de Funcionarios de Migración -AFUMIGRA.-, integrada por su Presidente, 
señor Antonio Dall'Oglio; su Vicepresidente, señor Oscar Guillén, y por los delegados Daniel Moreira y 
Carlos Ferrer. 


SEÑOR DALL'OGLIO.- Nuestra Asociación, que se formó hace aproximadamente tres años, ha estado 
conversando con las autoridades de nuestra Dirección y del Ministerio, a efectos de lograr mejorar la 
situación de los funcionarios de Migración. 


Hasta ahora, hemos mantenido reuniones con la Dirección, pero no hemos obtenido el eco que hubiéramos 
deseado. En todas las reuniones encontramos muy buena disposición por parte de la Dirección y de las 
autoridades del Ministerio que nos han atendido, pero los logros obtenidos han sido muy escasos. 


Hace poco, hicimos una asamblea en la que se decidió, sin dejar de lado por completo el relacionamiento con 
la Dirección y con el Ministerio, tomar otro tipo de medidas. Sobre esa base, surgió el pedido de reunión con 
la Comisión de Legislación del Trabajo, buscando la manera -quizás, en un ámbito diferente al nuestro con la 
Dirección -de conseguir algunos de los logros que estamos solicitando. 


En la presentación que vamos a hacer se destacan dos aspectos: uno puramente laboral, referido 
específicamente a la situación laboral de todos los funcionarios de Migración, y otro relativo a la 
modificación y actualización de las tasas migratorias -ya hace tiempo que presentamos a la Dirección un 
proyecto en este sentido-, que es una tasa que recauda la Dirección Nacional de Migración por concepto de 
atención a los medios de transporte, sobre la base de la cantidad de pasajeros que traslada cada medio. Ese 
monto varía de acuerdo con la cantidad de pasajeros y, actualmente, no se cobra a las empresas de transporte 
aéreo por un acuerdo que firmó Uruguay en Chicago hace mucho tiempo. 


En lo que tiene que ver con la situación de los funcionarios de la Dirección Nacional de Migración, hay 
cuatro o cinco aspectos que consideramos prioritarios. Uno de ellos refiere a las comisiones oficiales al 
exterior, que es algo que los funcionarios de la Dirección realizamos todos los días del año; en cumplimiento 
de una reglamentación, viajamos al exterior, concretamente al puerto de Buenos Aires y del Tigre, para hacer 
el control de los pasajeros que ingresan al Uruguay. Consideramos que hay carencias en los viáticos que 


perciben todos los funcionarios de Migración que trabajamos en el exterior. Pensamos que el monto que se 
nos está abonando por viajes al exterior es bastante inferior a lo que realmente deberíamos percibir. En las 
conversaciones mantenidas con la Dirección hemos pedido que se actualicen los montos, pero no hemos 
obtenido ningún tipo de respuesta. Hicimos una petición administrativa, pero no hemos obtenido una 
respuesta todavía, ya que está en trámite. Como señalamos en la presentación que preparamos para entregar a 
la Comisión, la fórmula de calcular el viático diario de los funcionarios afectados en misiones oficiales en el 
exterior tiene base legal y viene dada por el artículo 19 de la Ley N” 15.809. En dicho artículo se establece 
que el monto diario de viáticos se calculará sobre la base de la escala de viáticos establecida por las Naciones 
Unidas. La Dirección Nacional de Migración paga una suma sensiblemente inferior a lo que correspondería. 
Entonces, solicitamos que se actualice la compensación por los viajes al exterior. 


Otro aspecto que consideramos prioritario tiene que ver con el quebranto de caja. La Ley Especial N* 7 y sus 
modificaciones reglamentan al respecto. La Dirección Nacional de Migración tiene 19 inspectorías en el país 
y más de 30 puntos de control -puertos, aeropuertos, pasos de frontera-, en los que se trabaja los 365 días del 
año, atendiendo al público las 24 horas. Hay 50 funcionarios que realizan la tarea del cobro de las tasas a las 
empresas de transporte -a lo que me referí anteriormente-, sin tener quebranto de caja, lo que demuestra el 
incumplimiento de la Dirección Nacional de Migración. 


Un aspecto que también debe ser tenido en cuenta refiere a las horas extra. De acuerdo con una disposición 
de octubre de este año, los funcionarios de la Dirección Nacional de Migración debemos cumplir un horario 
de 120 horas mensuales, o sea, 6 horas por día, trabajando de lunes a viernes. Como expresamos, en todos los 
pasos de frontera la Dirección Nacional de Migración cumple un horario de 24 horas. Hasta hace poco 
tiempo, cumplíamos horarios mucho más extensos que el establecido, y todavía lo hacemos en algunos 
lugares. Hay una disposición actual que establece que se deben cumplir 30 horas semanales, pero en algunos 
pasos de frontera, los compañeros están cumpliendo horarios mucho más extensos. Hasta hace poco, se nos 
estaba pagando horas extra por el tiempo que se debía cubrir. La Dirección Nacional de Migración tiene 
funcionarios cumpliendo horarios nocturnos, sábados, domingos y feriados, y la disposición solo hace 
referencia a 30 horas semanales. Hay un desfase entre lo que está establecido y lo que la Dirección Nacional 
de Migración trabaja en realidad. Hay casos en los que el horario en el que se trabaja es mucho más extenso 
que esas 120 horas mensuales. Los funcionarios que cumplen las tareas inspectivas y trabajan en distintos 
pasos de frontera del país reciben la misma compensación salarial que un funcionario que trabaja en la 
oficina central, 6 horas, de lunes a viernes, teniendo libre los feriados. Este es un problema de larga data; 
hace mucho que estamos tratando de encontrar una solución. Inclusive, hay días en los que no se cumple con 
el descanso; hay funcionarios que trabajan 8 horas, descansan 8 horas, y a las 8 horas vuelven a trabajar. Se 
dan situaciones de todo tipo, de acuerdo con las necesidades de los distintos pasos de frontera. A veces, hay 
que atender vehículos u ómnibus en los que los horarios son muy disímiles. O sea, no es posible tener un solo 
horario, por ejemplo, de seis horas de lunes a viernes, como tiene una oficina central. Eso es imposible. Hay 
que atender un puente terrestre o una ruta las veinticuatro horas del día. Entonces, hay gente que está 
cumpliendo muchas más horas de esas seis que están reglamentadas, y por las cuales no se recibe ningún tipo 
de compensación. 


En cuanto al pago de viáticos, nosotros recibimos una compensación por alimentación y traslado a los 
puestos de control -aeropuertos, pasos de fronteras -que está reglamentada por el Ministerio del Interior, de 
acuerdo al inciso E) del artículo 127 de la Ley N* 16.320, que se incumple, porque estamos percibiendo una 
cantidad de dinero muy inferior a la que está prevista, cuando en la Oficina Central, por concepto de 
guardias, se deben realizar veintidós horas sobre las reglamentarias para tener acceso a ese pago extra. En las 
inspectorías del interior hacemos veinticuatro horas más. O sea que a las ciento veinte horas mensuales, 
tenemos que sumar veinticuatro horas más para poder tener acceso a ese viático que siempre fue por 
concepto de alimentación y traslado. O sea que no vemos la relación entre el hecho de tener que trabajar 
veinticuatro horas más cuando se va todos los días y se cumple con el horario. Entonces, el viático debería 
cobrarse por el hecho de trasladarse al puesto de trabajo y no por tener que cumplir veinticuatro horas más de 
guardia. 


También se pagan otros viáticos internos, que son por apoyo a las distintas inspectorías. Nosotros tenemos 
una gran carencia de personal. Entonces, hay lugares donde puntualmente -en forma especial en el verano - 
hay que apoyarlos con personal de otras inspectorías, porque en este momento la Dirección Nacional de 
Migración está contando con 428 funcionarios, de los cuales 340 son del escalafón de Migración y el resto 
está en Comisión en la Dirección. Entonces, en base a eso, creemos que por lo menos debería haber 150 


funcionarios más para atender en forma fluida el tránsito de turistas de entrada y salida. Ha habido ingresos a 
la Dirección, pero no se llega a cumplir con la cantidad de funcionarios necesaria para atender el tránsito. 
Entonces, como hay escasez de funcionarios, hay que traerlos de otro lado, o pagar al funcionario de la 
inspectoría que corresponda. Esas horas no se cumplen por la falta de funcionarios. Por eso, nosotros estamos 
con algo de preocupación de lo que va a ser la temporada. Les voy a poner el ejemplo de nuestra inspectoría, 
la de Fray Bentos. Cuando empezamos a atender el Puente Internacional, en el año 1976, éramos 32 
funcionarios. Hoy, treinta y cinco años después, somos 24. El tránsito ha aumentado, se ha triplicado 
rápidamente el movimiento de pasajeros y la cantidad de funcionarios es menor. Entonces, esa diferencia hay 
que cubrirla de alguna manera. Cuando tenemos rubros para cubrir esa diferencia, se cubren con funcionarios 
de otras inspectorías, o de nuestra inspectoría. En octubre y noviembre, se suspendió el pago de horas extras 
porque, supuestamente, no había dinero. Entonces, estamos trabajando con un mínimo de funcionarios en 
cada guardia. Si se soluciona esta situación, en la temporada de verano no habrá problemas pero, si no, 
vamos a tener los problemas que tenemos todos los años en cuanto a demoras y demás. 


Además, tenemos otros inconvenientes con los viáticos que se nos pagan por concurrir a Buenos Aires o por 
prestar servicios en las inspectorías, ya sea en apoyo o el viático que percibimos mensualmente. Se nos 
descuenta IRPF, pero ese viático no aporta para el Banco de Previsión Social. Ese es otro tema que nos está 
preocupando. 


Asimismo, necesitamos un Estatuto del Funcionario de Migración, porque pretendemos que las reglas estén 
claras. En el documento que les entregamos, decimos: "Si bien la Dirección Nacional de Migración tiene un 
escalafón propio para el cumplimiento de su función, en el correr de los años este se fue desactualizando y 
por falta de previsión hoy sería necesario tener unos ochocientos funcionarios". Yo hablaba de 150 
funcionarios pero, en realidad, para atender bien el movimiento de pasajeros, necesitamos muchos más 
funcionarios. 


Sigue diciendo el documento: "(...) y dada la 'especificidad' de la función, sería necesario un estatuto para el 
fiel cumplimiento de la misma, ya que como 'principio universal' en la Policía... 'A tal grado, tal cargo...' lo 
que lleva aparejado que un bombero podría ser director de Migración o un comisario de una comisaría podría 
ser jefe de un puesto fronterizo, esto en desmedro de las funciones de cada uno (...)". 


Con esto pretendemos que las autoridades tomen conciencia, que nuestra Dirección tome conciencia, porque 
hemos trabajado bastante. Más allá del sueldo que percibimos, todos nuestros funcionarios siempre han 
puesto mucha voluntad en este tema. Cada uno en su puesto, a veces ha solucionado cosas que realmente no 
nos correspondería arreglar. No digo que esté mal: no es que supongamos que hacemos cosas que no 
deberíamos hacer, pero solucionamos temas que no son nuestros. Pedimos que se nos adecue el ingreso que 
percibe un funcionario., que se nos adecuen los horarios, que lo que está reglamentado se cumpla, que se 
cumpla estrictamente con la disposición que establece ciento veinte horas mensuales o treinta horas 
semanales. Hay lugares donde no se cumple. 


Hay lugares donde no se está cumpliendo con ese horario establecido. Entonces, consideramos que es una 
violación a los derechos del funcionario. Si un funcionario tiene la obligación de cumplir con las treinta horas 
semanales -o sea, con las ciento veinte horas mensuales-, no hay por qué hacerlo trabajar ciento noventa o 
doscientas horas mensuales por el mismo sueldo que gana el que está trabajando ciento veinte horas. 


Eso está dentro de las aspiraciones de todos los funcionarios de la Dirección Nacional de Migración; este ha 
sido el trabajo de esta asociación. Inclusive, en los viajes que se hacen al exterior, estamos hablando de un 
monto sensiblemente inferior a lo que se debería percibir. Cuando en estos momentos el viático por trabajar 
en el exterior sería de cuatrocientos y algo de dólares, nosotros estamos cobrando US$ 50 por día, por 
realizar una tarea inspectiva que, en definitiva, produce ciertos beneficios al turista y al país. Lo que hacemos 
con esto es impedir que haya demoras en el ingreso de los pasajeros. Se facilita el ingreso de esa manera. 
Pero, estamos en una situación deficitaria en cuanto a ingresos. Esos US$ 50 nos tienen que dar para 
mantenernos fuera del país. Estamos percibiendo una cantidad de dinero muy por debajo de la que 
deberíamos estar cobrando, y estamos pidiendo que se actualice. Consideramos que cuando un funcionario es 
enviado a trabajar al exterior se encuentra desamparado con esa cantidad de dinero, pues tiene que pagarse la 
comida y el alojamiento. A esto se agrega que recién hace pocos años se consiguió tener asistencia médica, 
que antes no existía. Estamos trabajando para el país y muchas veces se insiste en decir que somos la primera 
cara que el pasajero ve cuando ingresa al país. Además, se entiende que debemos ser personas cultas, estar 


bien vestidas, pero ni siquiera se nos provee anualmente de un uniforme para estar debidamente presentables. 
Hubo épocas en que durante dos o tres años no nos dieron uniformes. Esas son las cosas que consideramos no 
hacen bien al país, al turismo. 


Durante todo el tiempo en que hemos estado en la Dirección Nacional de Migraciones, en general, hemos 
estado atendiendo bien al turista con la celeridad y la buena voluntad que requiere la tarea -aunque puede 
haber excepciones-, porque sabemos lo importante que es para el país. Vamos a seguir actuando de la misma 
manera, pero necesitamos que nuestro funcionario se incentive y se motive para trabajar mejor, tanto en el 
exterior como dentro del país. 


Lo que pretendemos con nuestra exposición es sensibilizar a las autoridades. Nuestra Dirección está en 
conocimiento de todos estos temas porque ya hemos mantenido muchas conversaciones, pero no hemos 
encontrado eco. Por eso, hemos venido a la Comisión a tratar de sensibilizar a los legisladores para lograr 
algunos de los fines que estamos persiguiendo. 


Por otra parte, queremos señalar que sobre esta temática hemos presentado una petición administrativa ante el 
Ministerio de Interior, y vencido los primeros plazos legales no hubo ninguna contestación. Consideramos 
que ha habido incumplimiento de parte de la Dirección Nacional de Migraciones y del Ministerio del Interior, 
por lo tanto, vamos a iniciar acciones judiciales. La etapa de conversar y presentar los temas ya pasó y no 
hemos recibido soluciones; por lo tanto, terminada la etapa administrativa de esta petición, reitero, vamos a 
iniciar las acciones judiciales que consideramos necesarias. 


SEÑOR PUIG.- La delegación hizo referencia a que ha mantenido un diálogo con las autoridades de la 
Dirección Nacional de Migraciones, y estando vigentes en el país leyes de negociación colectiva, 
queremos saber si está instalado un ámbito real de negociación y cuáles son las respuestas que da dicha 
Dirección en cuanto al planteamiento que hacen los trabajadores en cuanto a que no se respetan los 
horarios de descanso. Concretamente, se planteó que después de ocho horas de trabajo -por lo menos 
así lo entendí-, ocho horas de descanso, vuelven a ser convocados en la misma jornada. Quiero saber si 
eso ocurrió como una experiencia particular o si es una práctica que se está realizando en esta 
Dirección, sobre todo porque ustedes señalaron la carencia de funcionarios y el hecho de que en 
algunos puestos están ocupados por menos funcionarios que los que hubo históricamente en el país. 


Por otra parte, quiero saber si están afiliados a COFE y al PIT- CNT y si les han hecho conocer este planteo. 
Fundamentalmente, deseo conocer si se está cumpliendo en esta área con la ley de negociación colectiva. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a agregar una consulta con relación a un aspecto que fue tangencialmente 
mencionado o sugerido por la delegación y que se vincula con la circunstancia que se vivió 
fundamentalmente en Semana Santa en cuanto a una situación -diría -de "embotellamiento" o de 
verdadera crisis en cuanto a la demora que debieron padecer los turistas, que no es imputable a 
alguien en particular, pues todos que sabemos que allí intervienen distintos organismos, como Pasos de 
Fronteras, Dirección Nacional de Migraciones, etcétera. Todos reconocemos que se generó una 
situación enojosa, insatisfactoria y preocupante. En aquel momento cursamos algunos pedidos de 
informes a los organismos competentes y se nos dijo que con el tiempo y previendo las futuras zafras 
turísticas, en las cuales se incrementa el riesgo de que estas situaciones se produzcan, se tomarían 
medidas a los efectos de introducir correctivos en el servicio. Tenemos entendido que el Poder 
Ejecutivo está en vías de tomar algunas medidas -no sé si llegó a emitir un decreto -para reorganizar 
los servicios, fundamentalmente en los Pasos de Frontera y en lo que concierne a la Dirección Nacional 
de Migraciones. Concretamente, quisiera saber si esta situación se vincula -aunque solo sea en parte - 
con la que se vivió a principios de este año o en qué medida condiciona la situación actual en materia 
de condiciones de trabajo. Obviamente, la calidad o fluidez de los servicios está en directa relación con 
los recursos humanos, tanto con la cantidad de ellos, como con las condiciones de trabajo imperantes. 
Me parece que la pregunta es pertinente porque fundamentalmente en lo que concierne a los Pasos de 
Frontera del litoral esta es una realidad candente y sé que estuvo en el análisis de la Administración 
Central del Gobierno nacional en estos últimos días, por lo menos por lo que se conoció a través de los 
medios de comunicación. 


SEÑOR GUILLÉN.- Con respecto a si en nuestra área se está cumpliendo con la ley de negociación 
colectiva, podemos afirmar que no; tampoco estamos afiliados a COFE ni al PIT- CNT. No estamos 
acostumbrados a asociarnos. Hicimos nuestros reclamos como pudimos. Cuando hicimos nuestro 
planteamiento ante la Dirección Nacional de Migraciones y el Ministerio del Interior nos respondieron 
que teníamos razón y que siguiéramos para adelante, pero por la vía administrativa. 


Actualmente, a la Dirección Nacional de Migración le es imposible cubrir los Pasos de Frontera; es imposible 
cubrir los aeropuertos y mantener los horarios que tenemos sin infringir derechos laborales. 


Con respecto a las demoras, está implícito lo mismo, en estas condiciones seguramente van a existir, por la 
sencilla razón de que si aumenta el flujo de pasajeros, los funcionarios serán los mismos que tenemos, no hay 
otros. Hace poco ingresaron cuarenta o cincuenta funcionarios para toda la Dirección, que se distribuyeron en 
los diferentes puntos, pero por supuesto tampoco darán abasto. 


Lo más lamentable es que desde hace un tiempo apostamos al diálogo para tratar de solucionar este 
problema; desde que nos dieron la posibilidad de decir qué necesitábamos, manifestamos todas las cosas que 
nosotros creíamos precisar. 


Con respecto a las horas de trabajo de los funcionarios, debo decir que cumplen su función durante diez, doce 
o dieciocho horas. A esto debemos agregar que a veces no tienen descanso semanal. Por ejemplo, cuando un 
funcionario viaja a hacer el control único a Buenos Aires, sale hoy, vuelve dentro de siete días, y al otro día 
inmediatamente vuelve a trabajar. Además, si bien el control en Buenos Aires tiene un horario -tiene hora de 
comienzo y de finalización-, sabido es que hay retraso en los vuelos y en los barcos, por lo que el funcionario 
va a trabajar las horas que sea necesario. No es que entra a las 7 y sale a las 19; entra a las 7 y sale a la hora 
que se le permite retirarse. 


En cuanto a la calidad del servicio, la situación es la misma. Además de la función que nosotros 
desempeñamos, la Dirección Nacional de Migración fiscaliza el ingreso y egreso de todos los pasajeros. 
Además de esa tarea, actúa como auxiliar de la Justicia, ya que controla los impedimentos, la residencia de 
los extranjeros y los menores. Entonces, es evidente que la calidad del servicio se va a ver afectada; no sé si 
para bien o para mal, pero se verá afectada. Es imposible que una persona que trabaja en un mostrador diez, 
doce o más horas, controle y compruebe todo lo que está ingresando al sistema. La base de datos 


que tiene la Dirección Nacional de Migración es una de las más grandes del país, junto a la de la Dirección 
Nacional de Identificación Civil. Nosotros controlamos el ingreso y egreso de todos los ciudadanos y de los 
extranjeros: sus trabajos, domicilios, etcétera. Además, la estadística que elabora Migración se utiliza en 
varias áreas, inclusive a nivel social para conocer el tipo de personas que entran y salen del país. 


Lamentablemente, esto va a seguir pasando. Se trató de solucionar con el proyecto de actualización de tasas. 
La tasa de migración se regularizó a través de un decreto en 1947, pero se cobraba desde antes. El problema 
era que se estaba cobrando mal, ya que Migración cobraba a la empresa y no al pasajero. A nivel mundial la 
tasa migratoria se cobra directamente al pasajero. Hace unos diez años Migración firmó un acuerdo con las 
empresas de transporte aéreo por el que no les iba a cobrar la tasa. Como Migración la siguió cobrando, hubo 
juicios contra el Estado y se perdieron porque Uruguay había firmado ese acuerdo. Entonces, se decidió que a 
partir del 1 de enero de 2011 no se cobraría más esta tasa a las empresas de transporte aéreo, pero se le cobra 
al resto de las empresas. Pensamos que este punto es problemático, ya que por un mismo servicio a algunas 
empresas se les cobra y, a otras, no. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera conocer específicamente la realidad del litoral en materia de recursos 
humanos. Si no entendí mal, usted dijo que en los últimos meses ingresaron alrededor de cuarenta 
funcionarios, que fueron distribuidos en el país. En esos lugares sensibles donde hubo dificultades en 
Semana Santa, ¿cuál es la cantidad de recursos humanos con relación a ese momento? ¿Estamos más o 
menos en el mismo número? 


SEÑOR GUILLÉN.- El número total de funcionarios aumentó, porque entraron cuarenta nuevos, que 
fueron distribuidos. Actualmente la Dirección Nacional de Migración tiene 428 funcionarios; de los 350 
que están en Migración, 250 cumplen la función inspectiva en los diferentes puntos de control. 


Sin embargo, esta situación se va a seguir dando, porque más allá de los recursos humanos, el problema es 
locativo. Por ejemplo, en Fray Bentos el problema es locativo: por más que tengan ciento cincuenta 
funcionarios no van a poder trabajar. Lo mismo pasa en las Inspectorías de Paysandú, Salto, Chuy y Bella 
Unión. 


Hoy en día, en virtud del tratado que hemos firmado con Argentina que implica el control único a Buenos 
Aires, en Uruguay solo se hace el control de salida. Además, no tenemos infraestructura como para atender la 
entrada; solamente hay para atender la salida, ya que a la entrada se hace en Argentina. Así que seguramente 
se repetirá el mismo problema. 


También quiero acotar que lo que pasó en semana de turismo en Migración, ya había pasado. Me refiero a 
levantar los controles; tengamos en cuenta el riesgo que eso implica. 


SEÑOR DALL'OGLIO.- Con respecto a la situación en el litoral, más allá de que haya muchos 
funcionarios, el problema es -hace rato que lo venimos discutiendo con todas las autoridades -que la 
intensidad del movimiento de pasajeros en un día pico inevitablemente hace que haya cola, porque se 
debe cumplir con todos los controles obligatorios; en esos casos las demoras son inevitables. 


En Fray Bentos -pongo este ejemplo porque es la Inspectoría en la que yo trabajo-, hace treinta y cinco años 
éramos treinta y dos funcionarios, y hoy somos veinticuatro; sin lugar a dudas, esto complica aún más la 
situación. Es decir que con muchísimos menos funcionarios trabajando debemos cubrir las veinticuatro horas 
del servicio, la oficina y controlar los tres puertos. 


Además, quiero aclarar que a nuestra Inspectoría no fue derivado ninguno de los cuarenta funcionarios 
nuevos que ingresaron; fueron distribuidos en Salto, Paysandú, Montevideo y Colonia. Hace mucho tiempo 
que decimos que necesitamos, por lo menos, quince funcionarios más. Tenemos déficit de personal; por eso 
hablábamos de las horas extras. Debemos cubrir el servicio de alguna manera: con funcionarios nuevos, 
trasladando los que trabajan en otros lados o pagando horas extras a los que están en esa Inspectoría. Digo 
esto para que quede claro el déficit de personal que existe y para que se tenga en cuenta cómo vamos a 
enfrentar la temporada. 


Por otra parte, yo dije que algunos funcionarios cumplían las ocho horas, descansaban ocho y volvían a 


trabajar. Quiero aclarar que esto pasa puntualmente; no es algo que suceda siempre. A veces no hay más 
remedio que trabajar de esa manera porque no hay funcionarios para brindar el servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE. Para analizar este tema, propongo invitar a las autoridades del Ministerio del 
Interior, en particular, a las de la Dirección Nacional de Migraciones. Por este motivo, les vamos a 


remitir la versión taquigráfica de esta reunión. 


SEÑOR ABDALA.- Sugiero que la versión taquigráfica de esta sesión también se remita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá 
Además, nos vamos a mantener en contacto con ustedes. 


SEÑOR DALL'OGLIO.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. Nuestro afán es, en primer lugar, 
solucionar el problema de los funcionarios de Migración y, en segundo término, hacer más viable y 
agradable el ingreso al país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. Han sido muy claros en vuestras 
apreciaciones. 


(Se retiran de Sala integrantes de la Asociación de Funcionarios de Migraciones) 


(Ingresan a Sala ex trabajadores de INLASA) 


——— La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación de ex trabajadores de 
INLASA, integrada por su asesor, el doctor Carlos Zengotitia, y por los señores Edgar Arce, Alejandro 
Castiglioni, Leonel Prieto, Carlos Loriente, Carlos Guillén y Claus Fitermann. 


La Comisión escuchará atentamente el planteamiento que vienen a realizar y será interlocutora ante quien 
corresponda. 


SEÑOR ZENGOTITA.- Muchas gracias por recibirnos. 


Si bien los que comparecen por la empresa INLASA Pando son una pequeña delegación, representan al total 
del colectivo, que apoya a través de sus respectivas firmas. Por tanto, los aquí presentes estamos debidamente 
autorizados para gestionar alguna solución de tipo laboral, que por el momento no se ha logrado. 


Concretamente, esta situación se inició en noviembre del año 1992, con el remate de toda la planta y sus 
bienes. Precisamente, en estos días se cumplen diecinueve años de aquel entonces. Esta situación terminó, 
inexorablemente, con el despido de los trabajadores. A partir de allí, comenzó un largo recorrido judicial a 
nivel laboral contra el empleador y su continuador jurídico, único comprador de la totalidad de los bienes de 
la empresa. Además, comparecimos ante diversos juicios civiles. La empresa se defendió muy mal, por lo que 
a través de una acción subrogatoria se compareció por la empresa, y se la defendió, invocando la calidad de 
empleados. Así, sucesivamente, se fue perdiendo y perdiendo. Esa fue la realidad. 


Después de ocho años, se perdió el juicio laboral, en segunda instancia. A pesar de que había un único 
comprador de la totalidad de bienes del remate, que se quedaría con la única clientela, el Tribunal sentenció 
que no debía ser considerado continuador jurídico. Por lo tanto, quedó a salvo. Como resultado, no se cobró 
nada. 


Toda esa historia motivó un movimiento de índole legislativo, en el que varios legisladores de distintos 
partidos, preocupados por el tema, comenzaron a pensar este caso como ejemplo de otros, y a preguntarse 
cómo podía ser posible que los obreros no conocieran la gestión de su empresa. En este caso, estamos 
hablando de una empresa importante, con 110 obreros. Si bien la empresa tiene el poder de acción y hace lo 
que le parece, puede ocurrir que un día el obrero se encuentre con un cartel de remate porque está totalmente 
prendada e hipotecada por el Banco República. Entonces, cuando va a cobrar, ve que sus créditos se 
desvanecen. Eso fue lo que pasó en este caso. 


Desde el punto de vista judicial y legislativo, el asunto está cerrado. Lo que queremos es ver esto desde otra 
perspectiva, que tiene que ver con la organización empresarial de la empresa INLASA y con sus 
competidoras. Una de esas competidoras es LAISA S.A. una empresa brasileña, que hoy existe-, que 
pertenece al grupo Gerdau. Todos sabemos que el grupo Gerdau tiene horno de fundición de Estados Unidos 
en Canadá y en Chile. Debe ser una de las empresas más grandes de Brasil. Esa empresa vino a competir en 
condiciones igualitarias con INLASA, y en cuestión de pocos años, la destruyó. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 


——— Primero logró una asociación para determinar precios de compra de chatarra, y de venta del producto 
final -lo que se llama un verdadero trust de empresas-, donde manipulaban el precio a su libre albedrío. No 
digo esto con tono de crítica, simplemente describo la realidad. Hacían y deshacían a su antojo, y lo único 
que podían hacer los obreros era mirar y seguir trabajando. No había otra cosa para hacer. Los trust están 
muy mal vistos por la Constitución e, inclusive, son sancionados. El inciso segundo del artículo 50 de la 
Constitución establece: "Toda organización comercial o industrial trustificada estará bajo el contralor del 
Estado" y el inciso tercero: "Asimismo, el Estado impulsará políticas de descentralización, de modo de 
promover el desarrollo [...]". 


El diccionario de la Real Academia Española define la palabra trust de la siguiente manera: "Grupo de 
empresas unidas para monopolizar el mercado y controlar los precios en su propio beneficio". Es decir que es 
acorde con lo que establece la Constitución y, sin embargo, esta lo rechaza. El artículo 85 de la Constitución 
fija las competencias de la Asamblea General; en su literal 17), establece: "Conceder monopolios, 
requiriéndose para ello dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. Para instituirlos en 
favor del Estado o de los Gobiernos Departamentales, se requerirá la mayoría absoluta de votos del total de 


componentes de cada Cámara". Hoy venimos no simplemente a decir que un grupo de obreros fue 
perjudicado porque el Poder Judicial rechazó su demanda a nivel laboral y desde el punto de vista civil 
prácticamente no lo dejó defenderse, sino a plantear algo más: que el Estado fue prescindente, omiso y no 
cumplió con la Constitución y eso perjudicó no solo a la competencia de la gente que se dedica al hierro de la 
construcción -que es una industria muy importante-, sino directamente a los funcionarios. En cuanto a lo que 
se viene haciendo, no sé si hay alguien que se pueda decir que sea responsable de lo que se viene haciendo 
hoy. Por ejemplo, todos conocemos el caso de FUNSA, donde el Estado protegió la situación de los operarios 
ya que les armó una cooperativa, les facilitó inversionistas y también lo que algunos denominaron el 
mantenimiento del núcleo empresarial, es decir, el hecho de que la empresa mantuviera su unidad. Esto fue lo 
que se quiso hacer con INLASA, pero sin embargo ocurrió lo contrario. En el caso de FUNSA, los obreros 
embargaron, esperaron en acuerdo con el Estado y con el inversionista, remataron, se adjudicaron y la 
empresa empezó a producir. Con INLASA pasó algo horrendo. El único competidor de INLASA, que era la 
empresa brasileña, el grupo gigantesco Gerdau, compró en forma exclusiva el total de bienes para cerrarlos y 
tirarlos. No los compró para producir; no tomó un solo operario, no tomó a nadie. 


Entonces, nosotros decimos que hubo omisión en atender la situación de los trabajadores desde un punto de 
vista económico, jurídico, pero también de asistencia social y colectiva, como ocurre en el día de hoy. No 
digo que sea algo extraordinario, pero en el caso de Metzen y Sena, por lo menos, se contempla a los 
trabajadores y se les da seguro de paro mayor a dos años, y uno lo aplaude porque es razonable. INLASA 
cayó en el momento en que comenzaba el MERCOSUR y este, al inicio -si bien hoy no lo discute nadie-, fue 
muy despiadado, sobre todo con noventa o cien mil personas que quedaron sin trabajo en cuatro, cinco o seis 
años sin tener respuesta de parte del Estado. Hoy, esa gente que tenía un promedio de cuarenta años de edad, 
está en los sesenta años. En este caso, han esperado prácticamente veinte años. ¿Qué tienen de diferente los 
operarios de INLASA con los de Metzen y Sena o con los obreros metalúrgicos, por los que hoy todo el 
mundo está tan preocupado? Nos parece bien que se preocupen por los obreros y empresarios de la empresa 
metalúrgica y por la actividad metalúrgica en sí; inclusive, nos parece extraordinario que se lleve a cabo la 
actividad minera metalúrgica, pero lo que deseamos es que no se olviden de INLASA. Tiene que haber 
alguna solución; es de justicia que la haya. No es simplemente una cuestión moral sino hacerse cargo de una 
responsabilidad que la Constitución pone a cargo del Estado pero los Poderes y organismos públicos se han 
olvidado de eso. 


SEÑOR PUIG.- Quiero saludar a los trabajadores. 


Es cierto que la situación de INLASA, la de varias empresas más -como decía el asesor de la delegación -y la 
de unos cuántos miles de trabajadores fue afectada en la década del noventa, no diría por el MERCOSUR 
sino por una apertura económica indiscriminada que desprotegió a la industria uruguaya y permitió que se 
destruyeran decenas de miles de puestos de trabajo y muchísimas empresas. 


En realidad, en FUNSA, en Metzen y Sena y demás, estamos en presencia de una concepción diferente en 
cuanto a los derechos de los trabajadores y a la necesidad de una seguridad social y de un proyecto 
productivo inclusivo. En eso se viene trabajando fuertemente desde 2005, aunque con muchas carencias y 
con muchas cosas que faltan por hacer. 


Ustedes, que han estudiado el tema y han vivido esta realidad, ¿cuál piensan que puede ser el camino para 
trabajar en una ruta que seguramente no va a ser fácil? ¿Por dónde ven una solución? Han pasado casi veinte 
años. ¿Por dónde ven que los Poderes públicos de este país puedan encaminar una acción que se produjo hace 
veinte años? 


SEÑOR ZENGOTITA.- Yo he hablado de este tema más de una vez con los funcionarios. La solución 
está, básicamente, en obtener una cantidad similar a la que se reclamaba en aquel momento, que 
aproximadamente era de US$ 1:200.000. ¿A título de qué? Me parece que no podría ser a título de 
compensación, no de daño, sino de una asistencia social. El seguro de desempleo de aquella época no 
estaba suficientemente evolucionado como hoy para conceder un beneficio de esa índole. Actualmente, 
hay beneficios mayores de dos años. Consideramos que, por lo menos, tendríamos que tener quince 
meses del salario promedio que correspondía a cada uno en aquel momento, actualizado. Si logramos 
quince meses, estaríamos dentro de la cantidad y no estaríamos recurriendo a daños, compensaciones, 
despidos ni pagos de salarios. 


Es decir que sería una asistencia de tipo social, enmendando lo que debió haber sido y no fue. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los créditos laborales que se les adeudaba cuando se liquidó la empresa 
fueron cobrados por los trabajadores o nunca fueron cobrados? 


SEÑOR ZENGOTITA.- No, no fueron abonados. Los bienes que parecían ser suficientes ni siquiera lo 
fueron para pagar la reclamación de los bancos. Quiero recordar que INLASA estaba endeudada con 
cinco bancos, uno de ellos público, el Banco de la República, con el que había una prenda industrial. A 
su vez, toda esa masa pasó a ser administrada por el Banco Central. Más de un inversionista tenía 
interés en comprar la deuda o ver de qué manera se podía impulsar nuevamente la empresa, pero la 
orden que dio fue: '"Rematen, rematen y rematen". 


Por más que nosotros a nivel civil iniciamos una acción, esta fue vana y no tuvimos éxito alguno. Lo más 
increíble -cuento esto como una anécdota para ilustrar la situación -fue que el remate se hizo por 

US$ 7:000.000. Yo no recuerdo antecedente en este país en el que el precio de un remate haya sido cambiado, 
pero increíblemente el precio del remate fue cambiado en US$ 3:000.000. Entonces, el que ofreció 

US$ 7:000.000 terminó pagando US$ 4:000.000. Para los obreros, fue muy dificil cobrar; fue una situación 
muy difícil. Se sintieron abandonados por el Estado. 


Yo, que he hablado con casi todos, puedo decir que quedaron daños psicológicos de los que no quiero hablar. 
Simplemente, me voy a referir a esa falta de conformidad. ¿Qué fue lo que nos pasó? Estamos hablando de 
que INLASA era una empresa insignia del Uruguay, a la que iban los Presidentes de facto, los Intendentes de 
facto y también los Presidentes y Diputados elegidos democráticamente, es decir, todas las autoridades 
nacionales. Fueron, se sacaron fotos y era sensacional porque realmente funcionaba como una empresa 
maravillosa. Pero el día que ejecutaron, nadie se acordó. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


SEÑOR ABDALA.- Quiere decir que, en su momento, los trabajadores no llegaron a cobrar los 
haberes laborales de ningún tipo; no cobraron despido. ¿Los reclamos judiciales terminaron en una 
sentencia de la Justicia laboral? ¿En qué sentido se pronunció la Justicia y con qué fundamentos? 
Supongo que ese remate habrá sido judicial. 


SEÑOR ZENGOTITA.- Voy a dividir en dos partes este tema. INLASA era una empresa muy grande; 
tenía una planta en Montevideo y otra en Pando. Nosotros venimos por Pando. Estamos hablando de 
ciento diez personas, algunos hoy fallecidos, pero tienen sus herederos. La gente de Montevideo estaba 
más vinculada con la administración de la empresa y, de alguna manera, pudo hacerse de información 
secreta de la empresa, llegándose a ejecutar bienes personales y cosas por el estilo. Algo han cobrado; 
no sé cuánto. En nuestro caso, no se pudo cobrar nada. No se cobró la liquidación final; no se cobró el 
salario, la licencia del año, el aguinaldo, el despido, nada. 


¿En qué terminó la sentencia judicial? El proceso se enderezó. INLASA tenía que perder y, obviamente, 
perdió. Por lo tanto, desde ese punto de vista, la sentencia amparó la reclamación de los trabajadores en su 
totalidad. Sin embargo, la acción también se realizó contra LAISA S.A. en calidad de continuadora jurídica, 
sosteniendo que era una empresa que por su posición anterior, trustificada como dice la Constitución, 
manipuladora del precio, sabía que comprando la totalidad de los bienes no solo se iba a quedar con los 
bienes -estos no eran importantes-, sino con la clientela. En la sede laboral nosotros sostuvimos que esa era, 
ni más ni menos, que una continuación jurídica. 


Tengo la impresión de que esto fue muy debatido a nivel del Tribunal de Apelaciones. La sentencia demoró 
bastante en salir. Inclusive, hubo idas y vueltas, pero finalmente el hilo se cortó por el lado más fino y se 
entendió que no había continuación jurídica. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Cuál fue la dificultad por la que los trabajadores no pudieron ir contra el remate 
precisamente, más allá de esas variaciones en el valor de lo que se pagó, teniendo en cuenta la 
preferencia de los créditos laborales? 


SEÑOR ZENGOTITA.- A los créditos laborales habría que darles una solución a nivel legislativo, 
porque el funcionario trabaja y cree que está generando una serie de haberes, pero esos haberes, en 
realidad, se resuelven en una oficina, de repente en el Banco República, que tiene preferencia legal. Esa 
preferencia está reforzada por una prenda industrial, que hace el total de bienes. Hasta los pajaritos y 
los arbolitos que estaban dentro del terreno de INLASA quedaron prendados. Entonces, no había 
manera, salvo que una ley hubiera creado un fondo sacando el 0,4% a todos los trabajadores para 
casos de quiebra. En ese caso, ese fondo hubiera cubierto esto. En aquel momento se habló de crear un 
fondo, pero desde el punto de vista legal el camino está cerrado, porque el banco tiene su ley, que lo 
protege, y los títulos contractuales, una hipoteca y una prenda industrial, no hay forma de salvar nada. 
Como si eso fuera poco después de tener US$ 7:000.000 no sobró nada. Pensamos en sacar 
US$ 3:000.000, pero la posición nuestra llevó a demoras, y entonces hubo una disminución del precio. 
Es un tema muy difícil. 


SEÑOR PUIG.- Quisiera saber la situación de la causal jubilatoria del conjunto de los trabajadores. 
Supongo que habrá distintas situaciones, pero ¿cómo está planteada esa situación? 


SEÑOR ZENGOTITA.- Quedó concluida la carrera funcional del operario y salió para cualquier lado. 
En INLASA había una pequeña carrera funcional y era fácil aspirar a terminarla e ir evolucionando. 


Hay distintas alternativas y soluciones individuales, pero ha sido bastante traumático el tema. 


SEÑOR FITERMANN.- No hubo ninguna solución jubilatoria específica. Los que pudieron jubilarse 
con posterioridad lo hicieron en función de que los años adicionados a lo que estuvieron en INLASA 
concretaron causal. Desde el punto de vista jubilatorio, lo que ocurrió fue que en determinado 
momento INLASA dejó de aportar y fue como si el trabajador hubiera renunciado. Desapareció la 
relación laboral, y eso ocurrió con mucha gente que ya estaba cerca de la edad jubilatoria, generando 
las situaciones que mencionó el doctor Zengotita, que no son justas. Pienso que si funciona alguna 
legislación social, debió haber previsto soluciones para esos casos porque se perjudicó a mucha gente 
en forma muy importante. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Es la primera vez que hacen este planteamiento o ya lo hicieron en el BPS o en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 


SEÑOR ZENGOTITA.- Es la primera vez. 


SEÑOR ARCE.- Con el señor Prieto tuvimos la voz cantante representando a los trabajadores y fuimos 
los que sufrimos tal vez más que nadie con todo el sistema político y social de este país. Tenemos una 
herida que todavía no ha cerrado, porque golpeamos muchas puertas y no encontramos soluciones. 
Desde el momento en que se originó el remate, nosotros acudimos al Parlamento. Nos recibió el 
entonces Senador Cigliutti, nos envió al Banco Central -que tenía las carteras nuestras -y nos recibió 
uno de los Directores, el señor Lombardo, quien nos explicó que la cosa estaba muy difícil para 
nosotros pero que teníamos que seguir luchando. Vinimos de nuevo acá, golpeamos varias puertas: al 
doctor Santoro, a varios Diputados, al Senador Germán Araújo. También estuvimos hablando con un 
representante que estuvo en la OIT, que era profesor de la Universidad Católica. Le presentamos el 
problema y dijo que en ese momento había una comisión integrada por empresarios y trabajadores del 
PIT CNT, y que en Europa ya se había contemplado una situación como la nuestra en la que habían 
tomado la medida de crear un fondo subvencionado por los patrones. Aparentemente se planteó esa 
solución pero hubo desavenencias porque había que generar un fondo tanto por parte de los 
trabajadores como de los empresarios para prever situaciones como la nuestra, y quedó en la nada. 
También fuimos a los diarios "La República" y "El Observador"; concurrimos a muchos lugares para 
tratar de que se nos escuchara porque creíamos que se estaba haciendo una injusticia. La planta fue 
cerrada en pleno trabajo; estábamos trabajando, vino la orden y fue cerrada. Hicimos varios pedidos 
de aplazamiento del remate. La empresa pagó una consulta al doctor Gelsi Bidart, se le llevó el 
expediente y nos dijo que estaba plagado de errores, que tenía que ser anulado el remate porque no 
estaban los vales. Aparte hubo una serie de renuncias de jueces y una traslación del expediente a 
lugares a los que no tenía que ir. Los trabajadores vimos que todo estaba plagado de errores y nos 


encontramos con una cantidad de sucesos. Por ejemplo, el remate fue el 9 de noviembre y yo el día 6 
iba a presentar un escrito al Juzgado de la calle San José e Ibicuy, pero me cerraron las puertas para 
que no entrara; había una confabulación en contra nuestra. Fuimos el día del remate, 9 de noviembre, 
a presentar el escrito, y ya se habían ido todos los funcionarios al lugar del remate y no había forma de 
pararlo. Al remate se presentó el grupo GERDAU, quien puso US$ 7:500.000. Pidió rebaja en el precio 
porque dijo que el bien había sido objeto de vandalismo, y se le hizo una rebaja. Después pidió rebajas 
a la DGI y al BPS, se les hicieron, y resulta que debido al precio final, el bien pasó al segundo mejor 
postor que fue Barraca San Martín. Se le adjudicó a ellos, y lo único que hicieron fue desmantelar la 
planta y llevarse ciertos elementos de última tecnología que había en la fábrica. Había un horno de 
fundido eléctrico de primera generación, un puente grúa también de primera generación y una unidad 
transformadora que nos abastecía con 150.000 voltios; éramos el principal consumidor del país junto 
con EFICE, la industria química. Todo eso quedó desmantelado. Nosotros teníamos prendada la 
subestación y no sabemos por qué motivo el Juez de Montevideo, que llevaba la causa de LAISA, 
determinó que la planta fuera entregada a LAISA, desoyendo la voz del Juez de Pando. Entre la 
cantidad de errores que cometieron y de insucesos que acontecieron, estaba ese; perdimos hasta eso. 


Este proceso terminó con un dictamen de la Suprema Corte de Justicia del 28 de setiembre de 1999, que 
establecía, en su parte final -esto nos dejó mal a todos: "Por todo lo cual, se consideran de rechazo los 
agravios ingresados.- (...) Considerándose que los actores, dada la complejidad de los temas en cuestión, 
pudieron sentirse asistidos de razón, no se considera del caso imponer las condenas procesales preceptivas 
previstas [...]". O sea, en el trabajo final de la Suprema Corte de Justicia sobre este proceso -que creímos que 
tendría un fallo favorable-, que comenzó en el año 1992 y terminó en 1999 -luego de muchas idas y venidas-, 
se nos dice que podemos suponer que tengamos razón, pero que no la tenemos. 


No conocemos a ninguna empresa que haya pasado por una situación como la nuestra. 


Personalmente, me sentí totalmente desoído y despojado por todo el sistema, incluido el político -disculpen 
que lo diga; quizás ustedes no tengan la culpa -y el social. Siento que hay una herida que no cerró. La prensa 
pudo haber escuchado nuestra solicitud, no solo desde el punto de vista humano, sino también teniendo en 
cuenta que la empresa movía a mucha gente en Pando y era el principal consumidor de energía, aportando un 
monto importante para UTE. Todo lo que movía la empresa en lo comercial de Pando y Canelones no 
importó a nadie, y nos cerraron. Como dije, nos cerraron mientras estábamos trabajando; vino el alguacil con 
la orden y nos cerraron. 


Tocamos varias puertas. En este caso, acudimos aquí en busca de una solución, pero anteriormente 
golpeamos varias puertas, sin obtener ninguna solución. 


SEÑOR PRIETO.- Quiero contestar o informar al señor Diputado Puig sobre lo que dijo con relación a 
la solución que había en el Banco de Previsión Social en la parte social. Los trabajadores que en aquel 
momento teníamos 48 años no podíamos jubilarnos ni había una prejubilación. Después de una 
carrera en la acería de 25 años, salíamos de la empresa como técnicos en la fabricación de acero y la 
única empresa a la que podíamos ir a trabajar era LAISA, pero no podíamos hacerlo porque le 
estábamos haciendo juicio. Entonces, quedamos en una encrucijada, acorralados. Esa fue la gran 
decepción que tuvimos, porque no pudimos asirnos a nada. Tomamos los trabajos que pudimos, 
porque en aquel tiempo, en la década de los noventa, no había nada de lo que los trabajadores 
pudiéramos asirnos; había que irse o tomar otras opciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su concurrencia. 


La Comisión va a deliberar para analizar cuáles serán los pasos que dará. Seguramente, en el día de hoy o 
mañana nos pondremos en contacto con la delegación para informarles la forma en que esta Comisión se va a 
manejar. 


(Se retira de Sala la delegación de ex trabajadores de INLASA) 


——— Además de enviar la versión taquigráfica de esta sesión al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
haremos las consultas correspondientes. Asimismo, haremos un seguimiento para obtener una respuesta o 
pondremos el tema sobre la mesa cuando concurra el Ministerio. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


